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ACLARACIÓN DE VOTO  

   
Como es conocido por la sala que integro y únicamente con ocasión a la sentencia 
de tutela de primer grado emitida por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia 
STL4759-2020 en la que se exhortó a la Sala Laboral del Tribunal Superior de 
Pereira para que en todos los asuntos de ineficacia de afiliación acogiera 
íntegramente la jurisprudencia emitida por ese alto tribunal, es que cuando he 
fungido como Magistrada Ponente o he integrado las otras salas de decisión de este 
tribunal, proceden las declaratorias de ineficacia de traslado realizado por la parte 
demandante del RPM al RAIS, y debido al grado jurisdiccional de consulta a favor 
de Colpensiones, se han adicionado, en algunos casos, las decisiones de primer 
grado para adecuar la devolución de dineros que la AFP debe realizar a 
Colpensiones.   
   
En ese sentido, aclaro que las decisiones emitidas en ese sentido obedecen al 
respeto por la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia y 
al exhorto realizado en la citada decisión de tutela, pese a que en mi criterio y hasta 
la decisión que emití como magistrada ponente de la Sala de Decisión Segunda el 
22/07/2020, Rad. No. 2018-00269-01, amparada en las sentencias C-836 de 2001 
y C-621 de 2015 me había apartado del criterio de la citada Corte Suprema 
de Justicia que ahora solo rememoro brevemente para que, ante una nueva 
recomposición de la alta magistratura o un eventual cambio de criterio, aunado a 
la movilidad del pensamiento jurídico de nuestro país, puedan ser considerados en 
otro momento.    
   
Así, a mi juicio cada vez que un trabajador alega engaño por una AFP para obtener 
un traslado de régimen pensional, debe presentar una acción de resarcimiento de 
perjuicios tal como obliga el artículo 10º del Decreto 720 de 1994 – especialidad de 
la norma, sobre la general-, y no la ineficacia de la afiliación, puesto que esta última 
acción de ninguna manera contempla la omisión o error de información por parte de 
la AFP como el supuesto de hecho que debe probarse para dejar ineficaz un 
negocio jurídico, con fundamento en el literal b) del artículo 13 y 271 de la Ley 
100/93, pues allí únicamente se contempló al empleador o cualquier otra persona 
afín a dicha calidad, como la única persona que puede infringir o coartar los 
derechos de libre escogencia del trabajador afiliado.    

    
Además, en la exposición de motivos de la Ley 100/93 se señaló que el origen de 
esta norma devenía, entre otros, para ofrecer alternativas diferentes a los 
trabajadores colombianos en materia de pensiones, y por ello se creó el Sistema de 



Ahorro Pensional basado en la capitalización individual de las contribuciones de los 
trabajadores y empleadores, todo ello en razón a los nuevos mandatos 
constitucionales – art. 48 C.Po. – y la apertura económica que acaecía para la 
época, a través de la cual se permitió a particulares prestar servicios públicos; por 
lo que, resultaba desacertado interpretar que el legislador en el literal b) del artículo 
13 y 271 de la Ley 100/93 cuando se refiere al empleador o cualquier persona 
natural o jurídica, incluyó tácitamente a la AFP, pues de haber querido regular su 
comportamiento, explícitamente lo hubiera incluido como infractor de tal norma, pero 
no lo hizo.     
   
Con la claridad anterior y teniendo en cuenta que de conformidad con el artículo 31 
del Código Civil, ninguna persona podrá realizar analogías de leyes prohibitivas, 
todo ello para extender sus consecuencias a eventos que la norma no 
regula, entonces en tanto los artículos 13 y 271 de la Ley 100/93 contempla una 
sanción, no podrá hacerse símil alguno para derivar de allí, un sujeto que el 
legislador no contempló.    

    
No puede obviarse el principio de interpretación del ordenamiento jurídico que exige 
la aplicación de la norma especial sobre la simplemente general, de manera tal que 
para el caso de ahora siempre deberá aplicarse el aludido Decreto 720/94, sobre 
las disposiciones generales contenidas en la Ley 100/93.    

    
El precedente o doctrina probable de la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia trasgrede la cláusula constitucional 90 y los artículos 2341 y 2343 del 
Código Civil, porque “el Estado únicamente responderá patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de 
las autoridades públicas”, y por ello, obligar a Colpensiones al pago de las 
pensiones de los nuevos afiliados, con ocasión a los retornos al RPM debido a las 
declaraciones de ineficacias de afiliación, implica un grave detrimento de los 
legítimos intereses de todos los afiliados que fielmente han permanecido en el RPM, 
y que de no alcanzar con los aportes y rendimientos de los afiliados que constituyen 
un fondo común, deberá la nación con su patrimonio atender.    
    
Este último argumento se encuentra en consonancia con las sentencias de 
constitucionalidad mencionadas por la parte accionante, específicamente la C-
1024-2004 pues precisamente se impide que personas que cuentan con menos 
de 10 años para alcanzar la edad de pensión retornen al sistema que abandonaron 
hace más de una década.     
   
En conclusión, considero que otro es el camino que debe abrirse para efectos de 
resolver los procesos tendientes a obtener la ineficacia de afiliación al RAIS y por 
ello, válido es memorar la aclaración de voto realizada por el Magistrado de la Sala 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, LUIS BENEDICTO HERRERA 
DÍAZ, dentro del proceso No. 57458, que resulta atemporal y en ese sentido 
pertinente para discurrir sobre el principio de independencia judicial en relación a 
cualquier asunto bajo análisis, que la obligatoriedad no es una característica propia 
de nuestra jurisprudencia, pues ésta en realidad se caracteriza por ser uniforme, 



continua y particular, de manera tal que cuando cambien las circunstancias que 
dieron lugar a tal uniformidad, entonces podrá abrirse una nueva respuesta a esta 
clase de asuntos. 
 
En estos términos aclaro mi voto,   
   
    
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA   
Magistrada    
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